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Tiene actualización

LEGISLACIÓN AMBIENTAL DE HIDROCARBUROS

Tres niveles de legislación


Toda vez que nos interroguemos sobre la legislación, ambiental o no, aplicable a determinado tema, nos encontraremos que podemos distinguir al menos tres círculos concéntricos que representan conjuntos de normas cada vez más específicas:


1) El círculo exterior y más amplio representa las normas que son aplicables a todas las actividades, también a la que nos interesa. En materia ambiental y en relación con las actividades hidrocarburíferas, nos encontraremos con que la casi totalidad del derecho ambiental es potencialmente aplicable a esta rama, se trate de normas protectoras o reguladoras de 
cuerpos de agua, de la atmósfera, áreas protegidas, bosques, fauna, flora, ordenamiento territorial, residuos comunes, peligrosos, de buques y especiales, ruidos, radiaciones y vibraciones, sustancias  peligrosas, aspectos ambientales del urbanismo, habilitación de actividades, etc. y sea que se encuentren en leyes específicas sobre cada uno de estos temas, leyes ambientales generales (como las que rigen en varias provincias) o leyes generales con incidencia ambiental (1).


2) También podemos encontrarnos, en un segundo círculo, interno con respecto al anterior, con normas ambientales que no se refieren exclusivamente a la actividad que nos interesa (en el caso, hidrocarburífera), pero hacen una mención de ella o de los residuos, efluentes, contaminantes, etc. que le son típicos. Para no abrumar con demasiados ejemplos, señalemos únicamente las de residuos peligrosos y especiales de la Nación y de la Provincia de Buenos Aires donde los hidrocarburos son mencionados varias veces como constituyentes de posibles desechos (desechos que, por cierto, la propia actividad hidrocarburífera puede generar) (2) normas sobre navegación y sobre la prevención de la contaminación de aguas proveniente de buques, puertos, etc.  Se incluyen aquí convenciones internacionales como las ratificadas por las leyes 21353 (Contaminación del mar por hidrocarburos, provengan éstos de la propia actividad hidrocarburífera o no), 23456 (Intervención en alta mar en accidentes que causen contaminación por hidrocarburos), 24292 (Cooperación internacional en contaminación por hidrocarburos) y los suscriptos con la República Oriental del Uruguay respecto de ríos limítrofes. 


3) Finalmente, nos encontraríamos con un círculo interior y más restringido que se refiere a las normas ambientales específicamente sancionadas para la actividad, extractiva, refinadora, de transporte, comercializadora, etc.

Un problema de compatibilización


Una cuestión que surge inmediatamente es la referida a las relaciones existentes entre los tres círculos: ¿Qué sucede si existe una norma ambiental general o específica sobre una actividad y luego se sanciona otra (general o especial) que dice algo distinto? 


Para resolver esta vinculación entre normas debemos recurrir a los criterios generalmente admitidos en los precedentes judiciales.

a) “La ley general no deroga las leyes especiales anteriores, salvo abrogación expresa o manifiesta incompatibilidad”. (3). Esto es, para que la ley general derogue la especial, debe decirlo así expresamente.

b) “Cuando la ley especial es posterior a la general y sus disposiciones son incompatibles, ésta queda tácitamente derogada en esta materia”. (4). Esto es, se requiere que la ley especial sea posterior a la general, pero, además, que exista efectiva incompatiblidad.


En consecuencia las variables a tomar en cuenta son las siguientes: 


a) Ante todo, la existencia o inexistencia de incompatibilidades. Si no las hay, ambas leyes regirán simultáneamente.


b) Si las hay, habrá que determinar el carácter de cada una de las leyes (general o especial). 


Las alternativas posibles son las siguientes:

Ley anterior
Ley posterior
Incompatibilidad
Resultado

General
General
No
Rigen ambas

General
General
Si
Rige la posterior

General
Especial
No
Rigen ambas

General
Especial
Si
Rige la especial

Especial
General
No
Rigen ambas

Especial 
General
Si
Rige la especial


En algunos casos, se debió recurrir a una norma aclaratoria. Así, la mendocina que declaró inaplicables a la actividad hidrocarburífera las normas generales sobre residuos peligrosos, debiendo estarse a la normativa específica de la actividad.

Otro problema: Posibles colisiones por razones de jerarquía normativa


Se trata de posibles colisiones en el tiempo de normas de diferente jerarquía (5). ¿Qué pasaría si, vigente una resolución con disposiciones sobre temas ambientales, se sanciona una ley con disposiciones distintas? Siendo la ley de jerarquía superior a la resolución: ¿La deroga? Pensamos que debe tenerse en cuenta que la resolución tiene su último fundamento en una ley. Así las de la Secretaría de Energía lo encuentran en la ley de hidrocarburos. Por tanto, no deben compararse en el tiempo normas de distinto nivel de sistemas diferentes, sino del mismo sistema. A tales efectos, entendemos aquí por sistema el conjunto de normas que encuentran su fundamento en una misma norma de nivel superior. 


Por otro lado, procederá la comparación entre estas normas superiores mismas, según los criterios expuestos en el parágrafo anterior. 


Está claro que toda esta situación convoca fuertemente a la sanción de normas que ordenen la normativa de diferentes tiempos, sistemas y niveles (a las que deberán agregarse las de diferentes jurisdicciones, puesto que allí reside otra frecuente fuente de conflictos, particularmente nociva en materia ambiental). 

Alcance de la reseña normativa de este trabajo


Esta distinción entre los que dimos en llamar “círculos concéntricos de normas” es importante porque, en razón del tema de este artículo, nuestra reseña se refiere únicamente a esta última categoría (el círculo interior), seleccionado con un criterio más bien restrictivo. Pero, cuando se trata de tomar en cuenta la normativa ambiental aplicable a una actividad para verificar su cumplimiento o con cualquier otro fin, debe tenerse en cuenta la totalidad de la comprendida en los tres conjuntos de normas. 
Normas específicas referidas a la actividad hidrocarburífera 
NACIONAL: 1) Leyes de hidrocarburos: Ley 17319, General, art.69, inc. b) y c) y Títulos VI y VII. b) Ley 21778, de Contratos de riesgo, art.6, inc. b), e) y f). 2) Decreto reglamentario de la ley 17319: Decreto 623/87. Reglamenta los arts. 2, 11 y 95. La materia ambiental está contenida en el art.5, inc. a), c) a e), f) y g). 3) Resoluciones de la Secretaría de Energía: a) 105/92. Es la norma central para las etapas de exploración y explotación. b) 27/93. Consultores. c) 252/93. Guías y recomendaciones para los estudios conducidos bajo el régimen de la 105/92. Se completa con la 340/93. d) 341/93. Piletas y suelos. (6). e) 342/93. Planes de contingencia. f) Subsecretaría de Combustibles. Disposición 56/97, Normas para la protección ambiental durante la construcción de oleoductos, poliductos e instalaciones complementarias, su operación y abandono. f) 219/77. Instalaciones costa afuera (Sus disposiciones son mayormente de seguridad). g) 189/80. Normas de cuidado ambiental para operadores en el Mar Argentino. h) 415/79 y 236/93. Aventamiento de gas. i) 5/95. Abandono de pozos. 4) Gas: a) Ley 24076, marco regulatorio, arts. 2, f), 52, m) y 71. b) Decreto reglamentario 1738/92, (modificado por el 2255/92)  art. 52, inc. 2) y disposiciones sobre sanciones  y procedimientos. c) Resolución 273/84 de la Secretaría de Energía. Seguridad en el transporte de gas. d) Resolución del ENARGAS  186/95. 5) Ductos: Decreto 44/91, art. 7. Se refiere tanto a transporte de hidrocarburos líquidos como gaseosos. PROVINCIAS: Chubut. Decreto 10/95. Mendoza. a) L.5557 y Decreto 3133/91. b) Decreto 437/93.(Modificado por el 691/93) c) Resoluciones del Ministerio de Medio Ambiente, Urbanismo y Vivienda 362/93 y 672/93. d) Resoluciones Dirección de Saneamiento y Control Ambiental 3 y 4/94 y 1/95. Neuquén: a) Ley 1926. b) Decreto 293/93. Río Negro. a) L. 2555 b) 2631 c) L.2876 a 2878 D.2231/94. (Ratificación de los convenios sobre hidrocarburos). Salta. Ley 6747. Tierra del Fuego. Ley 213 (Ratificación de los convenios sobre hidrocarburos).


El decreto 729/95 ha delimitado competencias entre el ENARGAS y la Secretaría de Energía respecto del transporte de gas realizado conforme a los arts. 28 de la ley 17319 y 9 del decreto 1589/89. Le corresponde al ENARGAS verificar el cumplimiento de las normas que dicte en materia de protección ambiental relativas al diseño, construcción, operación y mantenimiento de gasoductos. En virtud de ello, el ENARGAS sancionó la Resolución 186/95.(Incluye la regulación de EIA en la materia). 


La ley 13660 sobre depósitos de combustibles, sus decretos reglamentarios 10887/60 y 2407/83, las resoluciones de la Secretaría de Energía 419/93 y 404/94 y las disposiciones 76 y 90/97 de la  Subsecretaría de Combustibles, si bien son esencialmente normas de seguridad, incluyen disposiciones de naturaleza ambiental. 

De cara al futuro: el proyecto de reformas a la ley de hidrocarburos


Nuestros lectores ya han sido informados de que este régimen puede experimentar un cambio importante si se aprueba el proyecto de reforma de la ley 17319 de hidrocarburos, largamente demorado por desinteligencias que no parecen alcanzar a los aspectos específicamente ambientales. Para ello, se hará necesario que recobre el estado parlamentario que ha perdido (7).


Éste instrumenta medidas para solucionar conflictos interjurisdiccionales e intersectoriales y un ente interjurisdiccional, dotado, entre otras atribuciones, de competencia ambiental y la intención de que, en esta materia, las Autoridades Nacionales y Provinciales operen como un sistema único, evitando la persistencia de las múltiples cuestiones de competencia  suscitadas bajo el dual ordenamiento actual.  Dice la exposición de motivos del Poder Ejecutivo que esto implicó haber dejado de lado el método habitual, consistente en delimitar y circunscribir las esferas nacional y local para, en cambio, integrarlas.


La autoridad concedente y de contralor están en cabeza de la Nación o las provincias según la ubicación del yacimiento. La autoridad de contralor tiene funciones de fiscalización, aplicando sanciones y facultades de solicitar a los jueces todas las medidas que resulten necesarias para el cumplimiento de sus funciones. La Nación ejerce el contralor en las áreas costa afuera, en otros territorios nacionales y respecto del transporte interjurisdiccional, industrialización y comercialización de hidrocarburos líquidos. Las facultades de contralor son delegables en otros organismos públicos o  pueden concederse al sector privado, de acuerdo a las pautas que en la materia dicte el Ente.

El Ente Federal de los Hidrocarburos


La modificación más trascendente es la creación del Ente Federal de los Hidrocarburos, autárquico y con competencia interjurisdiccional. Está integrado por 3 representantes del Poder Ejecutivo Nacional, 3 de las provincias productoras y 1 alterno por las provincias exclusivamente industrializadoras. Participa en parte del modelo de los entes reguladores y de varios existentes o proyectados destinados a solventar cuestiones entre jurisdicciones.


Desde el punto de vista ambiental, las funciones más importantes son: 1) Dictar reglamentaciones de preservación ambiental (aire, agua, suelo y subsuelo) en relación con las actividades de exploración, explotación, industrialización y comercialización de hidrocarburos líquidos y, en el transporte, también para los gaseosos.. En cuanto al gas licuado de petróleo, alcanza a las actividades de producción, fraccionamiento, transporte, comercialización, almacenamiento y distribución. Asimismo, están alcanzadas por las reglamentaciones de seguridad y ambientales del Ente, el aumento de la capacidad de refinación y la instalación de bocas de expendio. Se conservan las facultades de los municipios en materia de habilitación. 2) Asistir a las autoridades de contralor provinciales. 
3) Establecer procedimientos a seguir por las autoridades de contralor (nacionales y provinciales). 4) Conocer de las apelaciones contra las decisiones de las autoridades de contralor. Posteriormente, se prevén recursos judiciales. 5) Laudar en caso de conflicto entre provincias, con recurso judicial posterior por ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación. 6) Asistir a los Poderes Judiciales de la Nación y de las provincias en función de asesor técnico o pericial. Estas materias se declaran de incumbencia exclusiva del Ente. 


Entre las nuevas disposiciones ambientales se cuentan la obligación del concesionario o permisionario de realizar un estudio pormenorizado del medio destinado a determinar su estado al tiempo de ejercitar el derecho previsto por el art.66 de la ley 17319 (ocupación) y la obligación de preservar el ambiente y subsanar los daños que al mismo se pueda provocar y el agregado al artículo art.69 del inciso g), que establece la obligación de adoptar las medidas necesarias en las operaciones que se cumplan en los mares, ríos y lagos para evitar la contaminación de las aguas y costas adyacentes.


Las multas oscilan entre $ 2000 y $ 500.000. Aplicadas por las autoridades de contralor, se declaran inapelables cuando se trate de incumplimientos vinculados a la seguridad y preservación ambiental respecto de la exploración y explotación de hidrocarburos líquidos y gaseosos y su monto no supere la cantidad de $ 100.000; o del transporte, industrialización y comercialización de hidrocarburos líquidos y no supere los $ 70.000.

NOTAS

(1) Ej. promoción industrial y minera, que suelen exigir algún tipo de verificación de impactos (aunque no un estudio completo) como efluentes, residuos, etc., algunas regulaciones sobre vecindad o agua en el Código Civil, normativa sobre puertos y otras insertadas en normas destinadas a regular alguna actividad.

(2) Estamos hablando de desechos que indiscutiblemente consistan en tales y en nada terciamos acerca de la polémica sobre si un derrame de hidrocarburos genera residuos peligrosos o se trata de otra figura. 

(3)  Salas, “Código Civil Comentado”, Comentario al art.17, Nota 1, b), b),  Fallos del nº 4. 

(4) Idem, Fallos del nº 5. A mayor abundamiento: a) R. Salvat, “Derecho Civil Argentino”, Parte General, TEA, 1964, Tº 1, Nº 239.II. Derogación Tácita: “La derogación en este caso sólo existe en los límites en que realmente son incompatibles la ley anterior y la nueva” (Pag.238). “...si lo incompatible es sólo una parte, subsistirá de la ley anterior la parte compatible”. (Adición de J.M. López Olaciriegui Nº 279 A en Pág.238). “La sanción de una norma que rige una parte de determinada materia (ley especial) importa derogación de la norma general anteriormente existente (ley general), pero sólo con relación a esa materia. Así, por ejemplo, si existiendo una ley de asociaciones en general, se dictara una ley sobre sindicatos, la primera norma continuaría siendo de aplicación respecto de las asociaciones que no tuvieran el carácter de sindicatos y la derogación se produciría sólo con relación a las que tuvieran ese carácter”(Idem, Pág.239). “La ley general, por su parte, no deroga la especial. Con relación al caso anterior, si existiendo ley de sindicatos, se dictara una ley general sobre asociaciones ésta no se aplicaría a los sindicatos que seguirían rigiéndose por la norma propia y especial”(Idem, Pág. 239). b) E.R.Aftalión - F.García Olano - J.Vilanova, “Introducción al derecho”, El Ateneo, 1960: (En la derogación tácita “...es necesario confrontar ambas normas y sólo en caso de formal contradicción entre ambas se podrá llegar a desechar la aplicación de la anterior...no pudiendo ser simultáneamente válidas dos normas contradictorias sobre la misma conducta”. (Pág. 306). La expresión, tan común, acerca de la derogación de todo “lo que se oponga a la presente” no agrega nada respecto de la norma que nada dice: en ambos casos es necesario investigar la compatibilidad o no de ambas normas. Por lo demás, la práctica de la derogación tácita o general (que es su equivalente) debería abandonarse y reemplazarse por una derogación específica, ya que, de otro modo, se incurre necesariamente en mucha confusión. 

(5) Sin entrar a considerar las jurisdicciones provinciales, debemos recordar que en el orden nacional rige una jerarquía de normas que permite representar el orden jurídico como una pirámide en cuya cumbre se encuentra la Constitución y los Tratados sobre Derechos Humanos que ella enumera más otros que se incorporen con el procedimiento por ella establecido, los Tratados internacionales, las leyes nacionales, los decretos del Poder Ejecutivo Nacional, las resoluciones (de Ministros, Secretarios, Subsecretarios, Entes, etc.). Las normas de una categoría inferior deben adaptarse a las de categoría superior so pena de poder ser anuladas mediante un procedimiento judicial especial (recurso extraordinario, art. 14 de la ley 48), tramitado ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación. 

(6) También fue circulada en su oportunidad una nota de la Dirección Nacional de Recursos que establecía criterios de prioridad y plazos para el reacondicionamiento de las piletas y la restauración de los suelos contaminados con petróleo.

(7) Ley 23821 (Modifica la 13640). Art.1: Todo proyecto de ley sometido a la consideración del Congreso que no obtenga sanción en una de sus cámaras durante el año parlamentario en que tuvo entrada en el cuerpo o en el siguiente, se tendrá por caducado. Si obtuvo sanción en alguna de ellas en el término indicado, éste se prorrogará por un año más. Todo proyecto de ley aprobado con modificaciones por la Cámara revisora que no termine el trámite establecido por el art.72 de la CN en el año parlamentario en que obtuvo la referida aprobación o en el siguiente se tendrá por caducado. 

Actualizaciones

D.962/98. Creáse el Sistema Nacional de Preparación y Lucha contra la Contaminación Costera, Marina, Fluvial y Lacustre por hidrocarburos y otras sustancias nocivas y sustancias potencialmente peligrosas que será administrado por la PNA. BO 20.8.98

MENDOZA. R.Dirección de Saneamiento y Control Ambiental. Obligación de presentar un plan de lucha contra la desertificación y pérdida de biodiversidad ocasionadas por la actividad petrolera. AN.14/98.71

